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4. Administración de Justicia

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA
NUM. ONCE DE SEVILLA

EDICTO dimanante del procedimiento ordinario
num. 1547/2002. (PD. 2590/2003).

NIG: 4109100C20020046153.
Procedimiento: Proced. Ordinario (N) 1547/2002. Nego-

ciado: 67.
Sobre: Reclamación de cantidad.
De: Construcciones Conez, S.L.
Procuradora: Sra. Macarena Pulido Gómez.
Contra: Servicios y Construcciones Andalucía Secoan, S.L.

Hago saber: Que en el procedimiento Proced. Ordinario
(N) 1547/2002 seguido en el Juzgado de Primera Instancia
número Once de Sevilla, a instancia de Construcciones Conez,
S.L., contra Servicios y Construcciones Andalucía Secoan, S.L.,
se ha dictado la sentencia que copiada en su encabezamiento
y fallo, es como sigue:

S E N T E N C I A NÚM.

En la ciudad de Sevilla, 20 de febrero de 2003.
Vistos por el Ilmo. Sr. don Francisco Berjano Arenado,

Magistrado-Juez del Juzgado de Primera Instancia número
Once de esta ciudad los presentes autos número 1547/02,
de juicio ordinario sobre reclamación de cantidad, seguidos
entre partes, de la una como demandante Construcciones
Comez, S.L. representado por la Procuradora de los Tribunales
doña Macarena Pulido Gómez y defendido por el Letrado don
Wenceslao Moreno de Arredondo, contra la mercantil Servicios
y Construcciones de Andalucía Secoan, S.L., en situación pro-
cesal de rebeldía.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Por el referido Procurador en nombre y repre-
sentación de su mandante, formuló demanda de juicio decla-
rativo de Cognición, con base a los hechos que enumera-
damente exponía, y que aquí se dan por reproducidos en aras
de la brevedad y hacia alegación de los fundamentos de dere-
cho que entendía aplicables al caso, y finalizaba con la súplica
al Juzgado de que tras su legal tramitación finalizara, dic-
tándose sentencia por la que se condene al demandado a
que abonase a su representado la suma de 193.336,40 euros,
y al pago de los intereses legales y costas.

Segundo. Admitida a trámite la demanda se dio traslado
de la misma a la parte demandada para que en el término
legal compareciera en autos y contestara la demanda, bajo
apercibimiento de rebeldía en la que fueron declarados, con-
vocándose a las partes al acto de audiencia previa prevista
en la Ley, al que ha comparecido únicamente la parte actora
admitiéndose tan sólo como prueba la documental, por lo que
quedaron los autos conclusos para dictar sentencia.

Tercero. En la tramitación de los presentes autos se han
observado, en esencia, las prescripciones legales.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. Se formula demanda por la parte actora en recla-
mación de determinada cantidad de dinero que dice le adeuda
la parte demandada, con la que tiene suscrito un contrato
de obra, la cual no ha hecho efectivo el importe de la porción

de obra ejecutada en los meses de marzo a octubre de 2002
y las reformas realizadas en las viviendas construidas en la
calle Pureza 104 de esta capital.

Segundo. De la documental aportada con la demanda,
que no ha sido impugnada ni cuestionada por la demandada
expresamente al estar en situación de rebeldía, se desprende
cómo la actora procedió a ejecutar durante los meses referidos
en el fundamento anterior la obra pactada.

Como precio y forma de pago se concertó en la cláusula
segunda del contrato de obra suscrito por las partes (docu-
mento número 18 de la demanda) que se confeccionaría con-
juntamente entre el responsable técnico de cada una de las
partes una certificación al final de cada mes. Este documento
debía ser examinado, conformado y firmado por la propiedad
antes del día 30 de cada mes, reteniendo ésta un 5% en
cada certificación.

La parte demandante aporta con la demanda las certi-
ficaciones de la ejecución de la obra cuyo importe se exige
(documentos 1 al 8 de la demanda), apareciendo en las mis-
mas la firma del contratista, la dirección facultativa y la pro-
piedad, efectuándose la liquidación de la obra de la manera
pactada y señalada en el párrafo anterior.

Por otra parte, también exige la actora, conforme a lo
estipulado en la cláusula novena del contrato de arrendamiento
de obra suscrito, el importe de las reformas que realizó en
las viviendas ejecutadas en la obra. Aporta como prueba el
presupuesto de las citadas mejoras, con la aprobación y firma
de la propiedad, su responsable técnico y la demandada (do-
cumento número 9 de la demanda) y el detalle de las reformas
individuales que se ejecutaron en cada vivienda (documentos
10 al 17).

Como consecuencia de lo anterior, habiendo probado la
actora la existencia de la deuda y no aportando la demandada
a las actuaciones al encontrarse en rebeldía prueba en contrario
que desvirtúe dicha existencia o que constate el pago de la
deuda, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 1.089,
1.091, 1.100, 1.125, 1.254, 1.255, 1.256, 1.257, 1.544
y 1.599 del Código Civil, la demanda origen de autos debe
ser íntegramente estimada.

Tercero. Conforme a los arts. 1.101, 1.106, 1.108 y
1.109 del Código Civil la suma reclamada devengará el interés
legal desde la fecha de emplazamiento.

También será aplicable el interés recogido en el art. 576
Ley de Enjuiciamiento Civil desde la fecha de la presente
resolución.

Cuarto. Conforme al art. 394 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil las costas serán de cuenta de la parte demandada.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general
aplicación.

F A L L O

Que estimando íntegramente la demanda formulada por
la Procuradora de los Tribunales doña Macarena Pulido Gómez
en nombre y representación de Construcciones Comez, S.L.,
debo condenar y condeno a la Entidad Servicios y Construc-
ciones de Andalucía Secoan, S.L., en situación procesal de
rebeldía, a que abone a aquélla la cantidad de ciento noventa
y tres mil trescientos treinta y seis euros con cuarenta céntimos
(193.336,40 euros) con más los intereses devengados por
dicha suma desde la fecha del emplazamiento y, todo ello,
con expresa imposición de las costas a la parte demandada.
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Contra esta sentencia cabe recurso de apelación ante la
Audiencia Provincial en el plazo de 5 días a partir de su noti-
ficación que deberá ser preparado y en su caso interpuesto
ante este Juzgado.

Llévese testimonio de esta resolución a los autos de su
razón.

Así por esta mi sentencia lo pronuncio, mando y firmo.

Publicación. Dada, leída y publicada fue la anterior sen-
tencia el día de su fecha, por el Sr. Magistrado-Juez que la
suscribe estando celebrando audiencia pública. Doy fe.

Diligencia. Seguidamente se expide testimonio de la anterior
resolución para su unión a los autos de su razón. Doy fe.

Y con el fin de que sirva de notificación en forma legal
al demandado Servicios y Construcciones Andalucía Secoan,
S.L., que se encuentra/n en situación procesal de rebeldía
e ignorado paradero, expido y firmo la presente en Sevilla,
25 de abril de 2003.- La Secretario.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION
NUM. UNO DE PEÑARROYA-PUEBLONUEVO

EDICTO dimanante del procedimiento ordinario
núm. 56/2003. (PD. 2601/2003).

NIG: 1405241C20021000294.
Procedimiento: Proced. Ordinario (N). 56/2003. Nego-

ciado: FE.
Sobre: Reclamación de cantidad.
De: Banco Bilbao Vizcaya Argentaria, S.A.
Procurador: Sr. Balsera Palacios, Jesús.
Letrado: Sr. Miguel Jiménez Martín.
Contra: Don Manuel Herrera Sánchez y María Lourdes

García Garrido.
Procurador: Sr. Balsera Palacios, Francisco.
Letrado: Sr. Guerra Cáceres, Alejandro.

E D I C T O

CEDULA DE NOTIFICACION

En el procedimiento Proced. Ordinario (N) 56/2003,
seguido en el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción
número Uno de Peñarroya-Pueblonuevo, a instancia de Banco
Bilbao Vizcaya Argentaria, S.A., contra Manuel Herrera Sán-
chez y María Lourdes García Garrido sobre reclamación de
cantidad, se ha dictado la sentencia que literalmente es como
sigue:

SENTENCIA NÚM.

En Peñarroya-Pueblonuevo a 17 de junio de dos mil tres.

Vistos y examinados los presentes autos núm. 56/2003,
de juicio ordinario por doña María Sacramento Cobos Grande,
Juez del Juzgado de 1.ª Instancia e Instrucción número Uno
de Peñarroya-Pueblonuevo y su partido; seguidos a instancia
de BBVA, S.A., representado por el Procurador don Jesús Bal-
sera Palacios, y asistido por el Letrado Sr. Jiménez Martín;
contra doña M.ª Lourdes García Garrido, representado por el
Procurador don Francisco Balsera Palacios, y asistido por el
Letrado Sr. Guerra Cáceres, y contra don Manuel Herrera Sán-
chez, declarado en situación de rebeldía procesal.

ANTECEDENTES DE HECHO

I. Por el Procurador Sr. Balsera Palacios, Jesús, se pre-
sentó demanda de juicio ordinario en representación de BBVA,

S.A., haciendo constar que los demandados eran titulares por
subrogación de un préstamo hipotecario concedido por el Ban-
co Hipotecario de España (hoy, BBVA, S.A.) que gravaba la
finca 10.009 del Registro de Fuenteovejuna. La entidad actora,
ante el impago del referido préstamo hipotecario tuvo la nece-
sidad de entablar procedimiento judicial sumario del art. 131
LH. (autos 27/98). Realizados todos los trámites procesales,
la finca ejecutada fue sacada a pública subasta, adjudicándose
la misma en la suma de 19.215,32 euros. De la diferencia
entre la deuda según certificación aportada que sirvió de base
al procedimiento judicial, que ascendía a 24.500,81 euros,
y el precio del remate, existe una diferencia a favor de la
entidad actora de 5.886,50 euros; alegando posteriormente
los fundamentos jurídicos que estimó de aplicación, y ter-
minaba con la súplica de que se dicte en su día sentencia
en virtud de la cual, estimando la presente demanda, se con-
dene a los demandados a satisfacer a la actora la cantidad
de 5.886,50 euros, así como los intereses legales de la misma
desde la fecha del emplazamiento hasta su pago, como asi-
mismo al pago de las costas procesales.

II. Admitida a trámite la demanda se dio traslado por
20 días de la misma a los demandados para su personación
y contestación, personándose doña M.ª Lourdes García Garrido
en los autos representado por el Procurador Sr. Balsera Pala-
cios, Francisco, oponiéndose a las pretensiones contra ella
deducidas, planteando excepción de falta de legitimación acti-
va, y solicitando se desestimase la demanda absolviendo del
petitum en ella contenida. El demandado, Manuel Herrera
Sánchez, no habiendo comparecido dentro del plazo para con-
testar a la demanda, se declara al mismo en situación de
rebeldía procesal.

III. Con fecha de 27 de mayo de dos mil tres, se celebró
la audiencia previa, resolviéndose sobre los defectos procesales
alegados en la contestación, ratificándose las partes en sus
escritos iniciales, concretando los hechos litigiosos y propo-
niendo prueba siendo declarada pertinente la siguiente:
documental.

IV. Con fecha de 5 de junio de dos mil tres se celebró
el juicio durante el cual se practicaron las pruebas que fueron
declaradas pertinentes, manifestando posteriormente las partes
sus conclusiones reiterando sus pretensiones de condena y
absolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. En primer lugar, antes de entrar a resolver las
distintas cuestiones planteadas, ha de ser destacada la actitud
y posición totalmente rebelde del codemandado, don Manuel
Herrera Sánchez, a lo largo de todo el proceso, desde que
fue emplazado para que contestara a la demanda hasta el
día señalado para el juicio, reiterando así la actitud que había
mantenido en el procedimiento de ejecución hipotecaria, autos
27/98. La declaración en rebeldía produce, entre otros efectos,
que se tenga por contestada la demanda, en el sentido de
oponerse a las pretensiones contenidas en la misma, aunque
se mantiene, no obstante, en el actor la carga de probar los
hechos constitutivos de su pretensión, ya que la situación de
rebeldía no supone allanamiento ni admisión de los hechos
alegados respectivamente por las partes en fundamento de
sus pretensiones (artículo 496 de Ley de Enjuiciamiento Civil),
más aún cuando la otra codemandada, doña M.ª Lourdes
García Garrido, sí que comparece y realiza alegaciones de
oposición. Sin perjuicio de lo anterior, y de conformidad al
artículo 304 del mismo cuerpo procesal, se regula la incom-
parecencia en juicio y la posible consideración por el tribunal
de la misma como admisión tácita de hechos estableciendo
que «si la parte citada para el interrogatorio no compareciere
al juicio, el Tribunal podrá considerar reconocidos los hechos


